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34 “Nos enfrentamos a un fenómeno de suma com-
plejidad ante la pluralidad de factores que pueden 
tener incidencia en la situación de riesgo, por la 
especial vulnerabilidad de sus protagonistas, por la 
pluralidad de administraciones con competencia 
en la materia; y, también, por las extraordinarias 
consecuencias que una negligente o inadecuada 
intervención puede acarrear en la vida del niño o 
la niña”.

La Agenda 2030 de Naciones Unidas ha situado por 
primera vez la dignidad de la infancia y su derecho 
a vivir sin temor ni violencia como una prioridad en 
la agenda internacional de desarrollo. La meta 2 del 
16 Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) señala el fin 
al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de 
violencia y tortura contra los niños como medida para 
promover sociedades, justas, pacíficas e inclusivas. 

Intervenciones públicas 
ante situaciones de riesgo 
desde el enfoque de los 
derechos de niños y niñas

Por otro lado, las normas sobre protección a la infan-
cia y adolescencia en todos los territorios reconocen el 
derecho del niño o niña a crecer en un entorno fa-
miliar adecuado para su desarrollo. Conforme a este 
principio, el interés superior del niño, niña o adolescente 
representa el criterio rector a seguir en cualquier deci-
sión que pueda afectarle, prevaleciendo sobre cualquier 
otro interés legítimo que esté en juego, incluido el de 
padres y madres. Dicho principio se orienta, por tanto, 
al mantenimiento de la persona menor de edad en el 
medio familiar de origen salvo que no sea conveniente 
para su interés. 

Ocurre que, en ocasiones, las familias no garantizan los 
apoyos y atenciones que el niño o niña requiere, lo que 
puede ocasionar un daño en su desarrollo o la limitación 
de las posibilidades del ejercicio pleno de sus derechos. 
Se producen en tales casos unas situaciones de riesgo 
que requieren de intervenciones de las administra-
ciones públicas. Intervenciones que permitan salva-
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guardar y restituir los derechos de las personas menores 
protegidas, mediante una actuación en su propio me-
dio, haciendo posible disminuir los factores de riesgo y 
potenciar los de protección. Se persigue, en definitiva, 
que el niño pueda continuar en su entorno familiar sin 
menoscabo de su bienestar ni de su desarrollo.

Han sido muchas las actuaciones realizadas a lo lar-
go de los 40 años de trabajo de esta Institución ante 
situaciones de riesgo de niños y niñas reflejadas en 
los informes que anualmente se han presentado ante el 
Parlamento de Andalucía. En dichos documentos se ha 
puesto de manifiesto la inseguridad jurídica existente 
en torno a la figura de la situación de riesgo debido a 
la ausencia de una regulación que diera cobertura a las 
diferentes intervenciones públicas; que contemplara el 
procedimiento a seguir; que estableciera los derechos 
y obligaciones de las familias; y que reconociera el de-
recho de la persona menor de edad a ser escuchada. 

La reforma de la Ley de Protección Jurídica del Menor 
de 2015 puso término a este vacío legal al desarrollar 
de forma integral la figura de la situación de riesgo. 
Su regulación prevé que el proyecto de actuación ante 
dicha situación pueda ser consensuado con los pro-
genitores u otros responsables legales, respondiendo 
así al principio de primar las soluciones consensuadas 
frente a las impuestas. En caso de que la familia se nie-
gue a su suscripción o no colabore posteriormente en 
el mismo, se declarará la situación de riesgo mediante 
resolución administrativa, a fin de garantizar la infor-
mación de cómo deben actuar para evitar una ulterior 
declaración de desamparo.

Con posterioridad, la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, 
de protección integral a la infancia y la adolescencia 
frente a la violencia (LOPIVI) detalla los diferentes indi-
cadores de riesgo a tener en cuenta. 

Son ejemplos de estas situaciones la negligencia en el 
cuidado de las personas menores de edad, la existencia 
de un hermano o hermana declarado en situación de 
riesgo o desamparo, la utilización del castigo habitual y 
desproporcionado y de pautas de corrección violentas, 
la evolución negativa de los programas de intervención, 
las prácticas discriminatorias, por parte de los responsa-
bles parentales, contra los niños, niñas y adolescentes 
que conlleven un perjuicio para su bienestar y su salud 
mental y f ísica, la identificación de las madres como 
víctimas de trata, las niñas y adolescentes víctimas de 
violencia de género y, con carácter general,  cualquier 
otra circunstancia que implique violencia sobre las per-
sonas menores de edad que, en caso de persistir, pueda 
evolucionar y derivar en su desamparo.

El interés superior del niño, 
niña o adolescente debe 
prevalecer sobre cualquier 
otro interés legítimo, 
incluido el de padres y 
madres

Sea cual fuese el indicador de riesgo, se precisa de una 
intervención de las administraciones públicas que debe 
ir dirigida a eliminar, reducir o compensar las dificulta-
des que están afectando al niño o niña. Mediante esta 
intervención pública se ha de evitar que el problema 
se agrave o cronifique y, por tanto, se haga necesario 
adoptar decisiones mucho más traumáticas y de mayor 
coste individual, familiar y social como es la declaración 
de desamparo y, por tanto, la separación de la persona 
menor de edad de su entorno familiar. 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2015-8222
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2015-8222
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2021-9347
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Nos enfrentamos a un fenómeno de suma comple-
jidad ante la pluralidad de factores que pueden tener 
incidencia en la situación de riesgo, por la especial vul-
nerabilidad en la que se encuentran sus protagonistas, 
por la pluralidad de administraciones con competencia 
en la materia; y, también, por las extraordinarias conse-
cuencias que una negligente o inadecuada interven-
ción puede acarrear en la vida del niño o la niña.

En los últimos tiempos se han realizado significativos 
avances para proteger a la infancia y adolescencia en 
riesgo. Sin embargo dichos esfuerzos aún resultan 
insuficientes. 

El trabajo de esta Defensoría permite comprobar que 
se precisan de mayores medidas preventivas para evitar 
que el riesgo llegue a producirse. También somos testi-
gos de cómo las medidas no llegan a todas las personas 
que las necesitan, de manera singular a las familias en 
situación de vulnerabilidad social. Y es que las interven-
ciones públicas ante el riesgo se producen en muchas 
ocasiones de forma tardía, cuando el problema se ha 
agravado o cronificado, y no es posible ya su reversión.

Por otro lado, nuestro trabajo nos permite constatar 
también la escasez de recursos personales para atender 
el riesgo. Este déficit se manifiesta con especial intensi-
dad en los servicios sociales a los que se les encomienda 
el trabajo con la familia y el niño o niña en riesgo. La 
presión asistencial por la sobrecarga de trabajo dificul-
ta un modelo eficaz de acompañamiento a padres y 
madres en el desempeño adecuado de sus funciones 
parentales ante situaciones de riesgo.

Asistimos a problemas de coordinación y colaboración 
entre todas las administraciones que han de interve-
nir en este delicado proceso, especialmente entre los 
servicios sociales y la Entidad Pública. La pluralidad de 
administraciones que intervienen en estos procesos 

provoca en muchas ocasiones la fragmentación en la 
intervención.

Y hemos de lamentar la carencia de datos objetivos que 
permitan conocer con rigor y exactitud el número de 
niños y niñas que se encuentran en situación de riesgo 
en nuestra comunidad autónoma. La dificultad para 
conocer estos antecedentes así como los recursos hu-
manos y económicos implicados y los resultados obteni-
dos tras la intervención de las administraciones públicas 
dificulta -cuando no hace inviable- el establecimiento 
de unas políticas públicas en materia de infancia que 
haga posible la planificación, diseño y establecimiento 
del sistema de atención a la infancia y adolescencia, eva-
luar dichas políticas, y formular propuestas de mejora.

En una materia tan delicada, y atendiendo a la fragi-
lidad y vulnerabilidad de las personas afectadas, las 
defensorías del pueblo de España han dedicado la 36 
Jornadas de Coordinación al análisis de las situaciones 
de riesgo de la infancia y adolescencia. 

El Taller I de las mencionadas jornadas titulado “Las si-
tuaciones de riesgo de la infancia y adolescencia: aná-
lisis de instituciones garantistas desde un enfoque de 
Derechos del Niño”, se celebró en la ciudad de Sevilla 
los días 18 y 19 de septiembre de 2022. Este documento 
contiene una serie de conclusiones y recomendaciones 
con el propósito de mejorar la atención a la infancia y 
adolescencia en situación de riesgo. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/36-jornadas-de-coordinacion-de-defensores-del-pueblo-proteger-a-la-infancia-protegiendo-sus-derechos
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/36-jornadas-de-coordinacion-de-defensores-del-pueblo-proteger-a-la-infancia-protegiendo-sus-derechos
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/taller_andalucia.pdf
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